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      Durante su estancia en París, san Ignacio de Loyola, junto con otros cinco compañeros, fundó en 1534 la futura influyente Compañía de Jesús. Su intención inicial fue la de misionar en Tierra Santa, pero pronto desistió de esa idea y optó porque él y sus condiscípulos se consagraran a combatir la Reforma protestante. Desde que el santo de Loyola concibió la idea de fundar una sociedad de clérigos regulares, se fijó como meta propagar la fe mediante la práctica de ejercicios espirituales, sermones y obras de caridad, así como la enseñanza de los principios cristianos a los jóvenes e iletrados. También, desde el inicio de la Compañía de Jesús, sus miembros decidieron practicar una vida religiosa y comunitaria en el mundo, pero sin sujetarse a ninguna clausura. Su misión sería la de privilegiar un apostolado para la formación de la personalidad. De la misma manera, con base en la pedagogía ignaciana —moral, espiritual, humana y sobrenatural— se privilegió la importancia de la inteligencia y la voluntad entre los ignacianos. La respuesta sobrenatural al individualismo protestante, que defendía la primacía de la fe sobre la religión y del individuo sobre el cuerpo místico, fue la obediencia total a la Iglesia de Dios practicada por una sociedad o compañía universal, cuya cabeza sería Roma, reforzada por un voto especial de obediencia absoluta y total a la figura papal.1


      De igual forma la comunidad jesuítica, como cualquier orden religiosa, optó por organizarse con base en un modelo monárquico-oligárquico a partir de un órgano de gobierno interno; esto es, que la custodia suprema residió en la propia congregación general y se estipuló que sus miembros sólo podrían ser convocados para atender problemas específicos y muy puntuales. Por ejemplo, la designación del padre general.


      Otro aspecto que interesó de manera especial a san Ignacio fue la formación de los futuros sacerdotes. El santo —de origen vasco— estipuló que los novicios, a diferencia, por ejemplo, de las órdenes mendicantes, estarían obligados a cumplir dos años bajo esa condición y posteriormente continuarían sus estudios de teología hasta alcanzar un grado universitario, de tal suerte que al finalizar esa etapa formativa tendrían las herramientas suficientes para un tercer año de noviciado; por ende, la profesión solemne de esos jóvenes, en términos generales, concluía 17 o más años luego de ingresar a la Compañía.


      Al comenzar el último tercio del siglo XVI, en 1572, llegaron a la capital del virreinato de Nueva España los primeros discípulos de san Ignacio de Loyola y tan sólo ocho años más tarde se instalaron en el pueblo de Tepotzotlán. Los padres jesuitas se establecieron en ese lugar con la finalidad de aprender náhuatl y otomí, dos lenguas muy extendidas en la región y que para ellos eran fundamentales, en función de su labor evangelizadora que se habían echado a cuestas y que previamente los franciscanos habían impulsado con gran entusiasmo junto con los predicadores y los agustinos. Así, hacia 1584 comenzó a funcionar en Tepotzotlán el seminario de San Martín, una institución planeada para educar a los hijos de los indígenas caciques de la región.


      Dos años más tarde, en 1586, los jóvenes estudiantes de la ciudad de México fueron trasladados al colegio noviciado y casa de probación dedicada a san Francisco Javier; sin embargo, en 1591 las autoridades ignacianas decidieron enviar a los novicios al colegio del Espíritu Santo en Puebla de los Ángeles. Al comenzar el siglo XVII, en 1606, gracias a una generosa donación de don Juan Ruiz de Ahumada, el colegio de novicios fue restablecido en Tepotzotlán hasta la madrugada del 25 de junio de 1767. Ese amanecer, un comisionado real se apersonó a las puertas del ilustre colegio y ordenó la presencia del padre rector don José Urbiola y demás residentes. Poco había que explicarles. Por lo dispuesto en un mandato, el rey Carlos III los conminó a abandonar el edificio y salir inmediatamente a la ciudad de México, donde se reunieron con otros compañeros de religión que vivían en las instituciones ignacianas de la capital del virreinato.


      Muchos estudiosos han abordado el fenómeno de la expulsión y la extinción de la Compañía de Jesús en Portugal, Francia, España, Nápoles y Las Dos Sicilias, así como la salida de los ignacianos de Nueva España. En la presente obra sólo se atenderá a esos antecedentes históricos para enmarcar el nacimiento del Real Colegio Seminario, retiro voluntario y cárcel en Tepotzotlán en 1777. Asimismo, se abordará la organización y el funcionamiento de la institución mediante las constituciones propuestas por el arzobispo Alonso Núñez de Haro y Peralta, pues ese marco jurídico, además de que fue el referente obligado para las autoridades del Colegio Seminario, prevaleció hasta el día que pasó nuevamente a manos de los jesuitas.


      En esa madrugada, así como el padre rector José Urbiola, también se vieron obligados a dejar el colegio el ministro y prefecto de salud, José Anguas; el prefecto de español y maestro de lengua mexicana, Miguel Baver; el prefecto de iglesia y de la congregación, Manuel Colazo; el rector del seminario de indios, Miguel López; el consultor de casa y confesor, Antonio Villaamil; el maestro de escolares en letras humanas y consultor de casa, Manuel Fabri; así como seis hermanos coadjutores, 27 escolares del juvenado, 25 novicios y once hermanos coadjutores de novicios.2 En total fueron 76 personas las que tuvieron que desalojar el emblemático espacio. A partir de esa fatídica fecha la historia del noviciado de San Francisco Javier y la Compañía de Jesús tomó un derrotero salpicado de infortunios y desgracias.


      Aunque la Compañía de Jesús fue prácticamente borrada de la Europa dominada por los Borbón, lo cierto es que en Rusia Blanca, al amparo de la zarina Catalina II, los jesuitas lograron pervivir en los momentos más aciagos de su joven historia. La importancia de ese grupo, asentado en aquellas lejanas tierras, es que ahí comenzó a gestarse paulatinamente, y casi de manera sigilosa, su regreso. Para fines del siglo XVIII y principios del XIX cada vez había más voces comprometidas con la restauración de la Compañía. Finalmente en 1814, por lo menos en España, bajo el reinado de Fernando VII, ésta fue restablecida, aunque ya desde tiempos de su padre, Carlos IV, se habían dado algunos pasos para recomponer las relaciones con los ignacianos.


      Aun cuando es prácticamente inexistente la bibliografía respecto a la historia de Tepotzotlán como institución orientada a la formación del clero secular, con base en un trabajo archivístico exhaustivo, me he propuesto reconstruir la historia de ese sitio sin omitir las múltiples crisis económicas que las autoridades rectorales del Colegio Seminario debieron sortear, así como las presiones a que fueron sometidas por los titulares de la Arquidiócesis de México y los representantes de los virreyes, en particular durante la guerra de Independencia, cuando Félix María Calleja sugirió establecer una fortificación militar para proteger la ciudad de México contra las fuerzas simpatizantes del movimiento independentista. Venturosamente el proyecto no prosperó, aunque no fue la última vez que se pretendió cambiar el uso del inmueble. Bajo la presidencia de don Benito Juárez se planteó la posibilidad de construir una penitenciaria. Años después, el general Porfirio Díaz, durante su primer periodo presidencial, desempolvó la idea pero los planes se postergaron posiblemente por problemas financieros.


      Sí bien es cierto que la nueva expulsión de los jesuitas en 1819 no incidió en el funcionamiento del Colegio Seminario, un factor que perjudicó a la Iglesia católica fue el movimiento de Independencia. A raíz del triunfo de éste, Fernando VII, en su carácter de titular del Real Patronato, obligó a Roma a dejar de nombrar nuevos prelados en México, pues sustituirlos implicaba afectar sus intereses. En virtud de esa situación, mientras unos diocesanos abandonaron el antiguo virreinato español, como Pedro Fonte, otros fallecieron. Ello provocó que casi todas las sedes episcopales quedaran desiertas y desatendidas. Tal fue el caso de Tepotzotlán, que desde antes de la salida de Fonte ya navegaba a la deriva, pero después se hundió más.


      La cuestión económica fue una sombra que envolvió al Real Colegio Seminario, pero la falta de vocaciones —que en su momento se explicará—, y el hecho de que nunca dejó de funcionar en ese lugar la cárcel para clérigos licenciosos, más que conllevar satisfacciones a las autoridades de la institución, provocó constantes conflictos al rector y sus colaboradores. La orgullosa formación que los novicios jesuitas recibieron en su momento fue un remedo de la impartida a los seminaristas. Pero no sólo eso, el desinterés de los gobiernos del México independiente también contribuyó al caos. Las constantes asonadas, el ascenso y descenso de regímenes liberales y conservadores distrajo la atención de políticos y militares de todas las facciones. En consecuencia, atender las relaciones Estado-Iglesia fue una finalidad que pocas veces estuvo en alguna agenda. Fue una asignatura relegada o ignorada y por eso la decadencia espiritual y material de Tepotzotlán fue un reflejo de la realidad de la Iglesia católica mexicana.


      Aunque puede parecer exagerado sostener que la brillante historia del recinto de San Francisco Javier terminó con la salida de los discípulos de san Ignacio, lo cierto es que a partir de la noche del 25 de junio de 1767 su devenir se tornó espeso y oscuro. Pocos testimonios se conservan de esa época y los que existen dan cuenta de una compleja situación e innumerables avatares que autoridades y residentes de Tepotzo­tlán intentaron superar casi de manera permanente; son fieles testigos de las recurrentes crisis y la decadencia moral de un instituto dedicado a la formación del clero secular, y que en 1870 el gobierno mexicano reintegró a la Compañía de Jesús.


      Del mismo modo, se aspira a reconstruir la historia del antiguo colegio ignaciano a partir de 1870; aunque esta vez lo habitaron de manera intermitente por 44 años. En efecto, en 1885, el provincial José Vicente Alzola Fernández envió a los pocos estudiantes que residían en el noviciado de San Francisco Javier a la hacienda de San Simón, un lugar próximo a Zamora, Michoacán. A partir de ese éxodo voluntario, el viejo edificio quedó atendido por el padre Ángel Barber. A pesar de estar custodiado, seguramente con más voluntad que recursos y fuerza, se vio envuelto en vaivenes e intereses mezquinos de funcionarios del gobierno mexicano y particulares que, con todo tipo de argucias, intentaron apropiárselo, incluso, hasta se replanteó la peregrina idea de convertirlo en penitenciaria.


      Pasado el tiempo, un año después de que comenzó la Revolución mexicana y ésta se extendiera como reguero de pólvora por muchos lugares de la geografía del país, las autoridades de la Provincia Mexicana decidieron reabrir las puertas de San Francisco Javier. Para esa ocasión dispusieron utilizarlo como filosofado, pero su estancia se redujo a menos de tres años. En 1914, el general revolucionario Francisco Coss los obligó a abandonar el inmueble.


      Luego de la ominosa salida no hubo un nuevo retorno. La llegada de los gobiernos revolucionarios selló para siempre la suerte del ex colegio jesuita. Desde finales de la década de 1910, el gobierno federal se encargó de proveerlo y cuidarlo, aunque la Compañía de Jesús nunca se mostró sumisa y dispuesta a acatar la suerte de un edificio que representaba mucho para la comunidad. Durante años utilizó diferentes argucias para engañar a los funcionarios del gobierno mexicano y recuperar el edificio. Así, las autoridades federales y los padres jesuitas, a través de distintos representantes designados durante el desarrollo del juicio, se enfrascaron en un proceso judicial donde ambas partes recurrieron a todas las estrategias legales, y no tanto para inclinar la balanza a su favor. Finalmente, el gobierno federal salió airoso y los ignacianos, a pesar de sus lamentos, lo perdieron para siempre, aunque su espíritu nunca fue borrado. La iglesia de San Francisco Javier, la Capilla de los Domésticos, los patios, los pasillos, la huerta, cualquier espacio obliga a reflexionar sobre un pasado glorioso y rebosante de prestigio intelectual.


      Y aunque la historia del antiguo colegio jesuita de San Francisco Javier tomó un nuevo derrotero luego que la Suprema Corte de Justicia de la Nación le concedió la razón al gobierno federal, la información que resguardan los archivos, hasta ahora prácticamente inexplorada, depara sorpresas muy interesantes, pues nos permite saber, por ejemplo, cómo los representantes del gobierno, a pesar de que el país se encontraba sumido en una profunda crisis por la lucha armada, no dudaron ni un instante en sugerir que Tepotzotlán debía albergar un museo colonial y con el transcurrir de los años, en 1933, fue declarado monumento histórico y seis años más tarde, con la fundación del Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH), quedó protegido de manera definitiva.


      Por otra parte, la codicia que despertó tan magnífico edificio dio lugar a que muchos aventureros elucubraran las más fantasiosas historias. Desde que regresaron los jesuitas en la década de los setenta del siglo XIX, hubo personas que con los más pueriles argumentos buscaron la posibilidad para que autoridades civiles y eclesiásticas les permitieran excavar, pues estaban ciertas que en un recóndito lugar estaba enterrado un tesoro; pero esas elucubraciones prácticamente no tuvieron eco o fueron ignoradas. Con la abrupta salida de los jesuitas en 1914 se volvió a revivir la leyenda del tesoro y una vez más aparecieron aventureros como hongos, quienes al igual que los anteriores intentaron convencer a propios y extraños que en las tumbas, en las paredes del edificio e incluso debajo de los altares, había un extraordinario tesoro que los esperaba.


      Con base en un exhaustivo trabajo archivístico realizado en el Archivo General de la Nación de México, el Archivo Histórico de la Parroquia de Tepotzotlán, el Archivo Histórico del Arzobispado de México, el Archivum Romanum Societatis de Roma, así como la consulta de los acervos de la Biblioteca Nacional de Madrid y un valioso expediente en los archivos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, me he propuesto reconstruir la historia del ex colegio de San Francisco Javier a partir del momento en que los jesuitas fueron expulsados de Tepotzotlán en 1767 hasta su regreso en 1870, y a partir de ese año, que marcó un punto de quiebre en la historia del lugar, hasta llegar a la década de los cincuenta del siglo XX.


      Valga esta pincelada como invitación para conocer la historia de un edificio particularmente hermoso y significativo, que de su opulencia colonial, con el transcurrir de los años pasó a la más asombrosa precariedad no sólo desde el punto de vista económico, sino también espiritual, educativo y ético, particularmente por el hecho de que estudiantes y clérigos castigados compartían el mismo techo, la mayoría de las veces verdaderos maleantes. Llegó a tal nivel la decadencia de Tepotzotlán que un rector se vio obligado a renunciar porque estaba amenazado de muerte.


      Estas páginas cuentan la historia de un edificio que a pesar de las vicisitudes que le deparó el destino, supo salir adelante de todos los avatares que enfrentó y hoy en día es orgullo de propios y extraños por su singular belleza. Un trabajo como éste siempre convoca, para fortuna de los que nos dedicamos a rescatar la historia, a muchas personas generosas y desinteresadas que de manera anónima aportan ideas, críticas, lecturas inteligentes y sensibilidad, como los párrocos de San Pedro Apóstol de Tepotzotlán, David García Contreras, Adolfo Contreras Castañeda y Jesús Hernández Nieves, que gentilmente me brindaron su confianza para consultar el archivo parroquial, así como a mi muy querida amiga, donde se encuentre, Lourdes Celis Salgado, quien amablemente me facilitó la copia del litigio de la Compañía Hispano Americana de Inversiones e Hipotecas de Denver contra el gobierno federal por la posesión del inmueble, y que se localiza en los acervos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. También mi más sincero reconocimiento al padre jesuita encargado del Archivum Romanum Societatis de Roma, así como a mis queridos amigos y compañeros del Seminario de Historia de las Mentalidades, Juana Inés Fernández, Consuelo Maquívar, José Abel Ramos y Lourdes Villafuerte, y a los ex titulares de la Dirección de Estudios Históricos del INAH, licenciada Ruth Arboleyda, doctor Arturo Soberón, Sergio Enrique García Ortega y la doctora Inés Herrera. A todos y cada uno ellos mi más sincero agradecimiento.


      
        


        1 Jean Paul Savignac, Historia de la Iglesia II. La Iglesia Moderna, Madrid, Ediciones Palabra, 1985, p. 70.


        2 Rafael de Zelis, Catálogo de los sugetos de la Compañía de Jesús que formaban la Provincia de México el día del arresto, 25 de junio de 1767, México, Imprenta de I. Escalante y Ca., 1871, pp. 118-119.
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      Antes de abordar los diferentes cauces que confluyeron para que se produjera la expulsión de la Compañía de Jesús en algunos reinos europeos y en particular en España y sus dominios, es pertinente exponer ciertas ideas acerca del despotismo ilustrado, pues bajo el marco de tal corriente y con el apoyo de múltiples personajes que simpatizaron con ésta, comenzó a gestarse la expulsión de los padres ignacianos hacia el segundo lustro de 1750, hasta que culminó con su extinción a principios de los años setenta del siglo XVIII. Pero antes de analizar esos sucesos centremos la atención en un recorrido rápido por el ámbito ilustrado que marcó el devenir histórico de Europa y otros lugares del mundo. Veamos brevemente cuáles fueron las condiciones históricas que permitieron la aparición y desarrollo de esa corriente.


      Los primeros estertores del despotismo ilustrado se ubican para los últimos años del siglo XVII. Con la llegada de Carlos II de Austria (1661-1700), también llamado El Hechizado,1 empezó a gestarse la nueva geografía política europea: las monarquías más influyentes del Viejo Mundo vislumbraron la posibilidad de ceñirse a la Corona del Imperio español, sobre todo por las dificultades del monarca para tener descendientes y su pésimo estado de salud, físico y psíquico, que desde siempre había sido público y notorio. En el tratado secreto de Viena, firmado a espaldas de la corte madrileña, el emperador de Austria, Leopoldo, nieto de Felipe III, comenzó a definir el reparto de los territorios pertenecientes a la monarquía española. De acuerdo con los planes de Leopoldo de Austria, luego de ceder al rey de Francia, Luis XIV, los dominios italianos de Navarra, Flandes y otros territorios,2 no debería encontrar oposición de las demás casas reinantes para hacerse del Imperio español.


      Al principio todo estuvo dispuesto para que ante la falta de descendencia de Carlos II, Leopoldo asumiera el reino de España. Tres factores alentaron al emperador austriaco a concebir esa idea: su pertenencia a la familia de los Habsburgo, que había gobernado ambas casas reinantes; la reina madre era de origen austriaco y la reina consorte era alemana; además, buena parte de la aristocracia europea, la jerarquía eclesiástica y altos funcionarios veían con beneplácito la postura de los Austria. Por lo que se refiere a Luis XIV de Francia, aunque estaba consciente de que acceder al trono español era muy complicado, nunca desechó la posibilidad. Su interés era latente, no obstante, para cristalizar ese sueño debía mover muchas piezas y alinearlas hasta satisfacer sus propósitos.


      El rey Luis XIV de Francia, quien contaba con la ayuda del cardenal Portocarrero y Arias, a la muerte del emperador Carlos II de Austria envió como embajador ante España a Enrique de Lorena, duque de Harcourt, uno de sus más ilustres funcionarios. La misión de Harcourt era allanar el terreno para impulsar la figura de Felipe de Anjou e influir en la opinión española para favorecer al francés; empero, la conflagración entre Austria y Francia truncó los planes. Nadie estaba dispuesto a ceder. Inicialmente, las tropas francesas ocuparon los dominios españoles en los Países Bajos y el norte de Italia. El repudio a esas acciones provocó que se firmara en La Haya, en 1701, el Tratado de la Gran Alianza entre el emperador de Austria y los reyes de Inglaterra, Portugal, Saboya y los Estados Generales de las Provincias Unidas.3 Con la firma de este tratado se inició la llamada guerra de Sucesión y trece años más tarde, en 1713, luego de signarse los tratados de Utrecht (1713) y Rastadt (1714), se puso fin al conflicto. Con el pacto triunfó la casa Borbón y Felipe de Anjou; es decir, Felipe V de España. La abolición de los fueros delegados a los reinos de la Corona de Aragón y la supresión de las diversas prerrogativas que gozaban las cortes fueron las primeras acciones que emprendieron los vencedores. El modelo impuesto por Luis XIV en Francia fue el que se puso en práctica en la España de Felipe V.


      Es importante apuntar, pues influyó de manera decisiva en la política del monarca español, que el fin de la guerra de Sucesión coincidió con la muerte de la primera consorte de Felipe V, María Luisa de Saboya, y que el nuevo enlace de éste con Isabel de Farnesio, hija del duque de Parma, dio lugar a que en poco tiempo el poderoso círculo francés, que hasta entonces dominaba el medio político español, perdiera su influencia con el arribo de un numeroso séquito italiano encabezado por la nueva reina Borbón, Isabel de Farnesio.4 Este matrimonio provocó que España pronto se aislara. A partir de 1721 las negociaciones y los preparativos para un tratado, que se firmaría tres años más tarde, en 1724, en Cambrai, establecieron las bases para el reconocimiento de los derechos del infante Carlos, el primer hijo varón de Felipe V e Isabel de Farnesio, sobre los territorios de Parma y Toscana. El rey de España, por su parte, para evitar más problemas se deshizo de Cerdeña y renunció a cualquier pretensión por reconquistar Italia; en tanto, el emperador de Austria abandonó sus intenciones de convertirse en rey de España. A pesar de este nuevo mapa político, las relaciones eran complicadas. Los intereses de las casas de los Borbón y los Austria daban lugar a nuevas y sofisticadas maquinaciones. Cada una movía constantemente sus piezas.


      Las intempestivas muertes del infante Luis I en 1724, el hijo de Felipe V y su difunta esposa María Luisa de Saboya, colocó en primera línea de sucesión de la Corona española a Fernando, príncipe de Asturias, y enseguida a sus medios hermanos Carlos y Felipe, ambos hijos del matrimonio de Felipe V e Isabel de Farnesio. Así pues, la muerte de Felipe V en 1746 trajo como consecuencia la guerra de Sucesión de Austria. En efecto, antes de fallecer Carlos IV de Austria, en 1740, aunque intentó asegurar una transición tersa a favor de su hija María Teresa, la monarquía española aprovechó el vacío para, en compañía de otros Estados europeos, reclamar unos territorios italianos que hasta entonces habían estado bajo el dominio de los Austria. Entonces, Carlos y Felipe desde Parma comenzaron a mover sus influencias, pues no estaban dispuestos a ceder en sus pretensiones. En tanto, su medio hermano, Fernando VI, tras el fallecimiento de Felipe V accedió al trono español. Con el término de la guerra de Sucesión de Austria y el conflicto con Inglaterra, la caótica situación europea tuvo una débil tregua.


      Con el fin de la guerra en Austria, el marqués de Ensenada, Zenón de Somodevilla, quien en 1736 había recibido ese título del futuro Carlos III, en su carácter de secretario de Hacienda, Guerra y Marina e Indias, le propuso al hermanastro del futuro rey de España, Fernando VI, un plan para promover reformas que alentaran la recuperación del comercio, las tierras y las líneas de comunicación con las Indias, así como para poner fin a las indecorosas leyes que Francia e Inglaterra habían impuesto al comercio español. Para ello, de acuerdo con su percepción, era necesario contar con una fuerza militar de tierra y mar capaz de defender las posesiones de la corona.5 El proyecto dio origen al llamado catastro de Ensenada en la corona de Castilla y su objetivo fue ordenar y controlar el complicado régimen fiscal de Castilla; es decir, hacer más sencilla y efectiva la tributación.


      Del mismo modo, el grupo de ministros de Fernando VI puso especial cuidado en atender los asuntos relacionados con la postura regalista en las negociaciones del nuevo Concordato, firmado en 1753, que tuvo como finalidad finiquitar los problemas pendientes con las autoridades de Roma:


      
        Sin embargo, en la firma del Concordato Fernando VI no se consiguió el reconocimiento sobre las prebendas eclesiásticas como regalías de la corona, aun cuando la Curia Romana sufriera en España un duro golpe en su sistema financiero. El monarca recibió como concesión de Benedicto XIV el derecho a la nominación y presentación de los beneficios antes reservados a la Santa Sede.6

      


      En el campo de las ideas, tan importante para los regalistas, a falta de una universidad renovada, con fuerte censura gubernativa y vigilada por la Inquisición, las tertulias y academias fueron el espacio ideal. Sobresalieron dos academias: la de Jurisprudencia de Santa Bárbara y la de Historia, ambas auspiciadas por las autoridades reales. En el caso de la segunda, fundada en 1735, entre sus miembros más prominentes estuvo don Manuel de Roda, quien a la postre sería un poderoso ministro de Carlos III. El patronazgo real hizo que la Academia de la Historia se convirtiera en un instrumento político de gran valía. De hecho, por ejemplo, cada vez que el rey solicitaba un informe, la Academia de la Historia gozaba de cierto margen de libertad para opinar, como fue la discusión en torno a la expulsión los jesuitas.7


      Fernando VI falleció sin dejar descendencia en agosto de 1759, trece años después de haber llegado al poder. Ese hecho permitió que el mayor de sus medios hermanos, Carlos, fuera nombrado rey de España. Carlos III, el primogénito del matrimonio de Felipe V e Isabel de Farnesio, para entonces contaba con 43 años de edad y la mayor parte de su vida había transcurrido en el sur de Italia, pues, desde 1731, cuando desembarcó en el puerto de Liorna, permaneció en aquel lugar. Gracias a los consejos de Felipe V, en 1734 Carlos logró tomar posesión de los ducados de Parma y Toscana, y con el título de Carlos VII, fue coronado rey de Las Dos Sicilias, Sicilia y Nápoles, una población de alrededor de cerca de 300 mil habitantes, sólo por detrás de Londres y París; esa experiencia de 25 años le fue de enorme utilidad para gobernar en España.


      Así pues, a pesar de que durante esos años estuvo sujeto a su padre, Felipe V se rodeó de gente valiosa, como José del Campillo y Zenón de Somodevilla, marqués de Ensenada quien, además de sus reconocidas habilidades para administrar, se preocupó para tratar de contrarrestar el amplio poder que la aristocracia ejercía en la vida económica y política de Las Dos Sicilias. Otro aspecto que Ensenada trató de controlar fue la acumulación de riquezas y tierras que poseía el alto clero; sin embargo, la curia romana no toleró la intromisión. Las autoridades de la Iglesia no estaban dispuestas a perder su hegemonía en Italia. En realidad, la postura de Carlos VII, aconsejado por Bernardo Tanucci, fue eludir cualquier conflicto religioso, pues ante todo, era un ferviente católico y su conducta más bien respondía a cuestiones de carácter político. Por otra parte, como en ese medio alentado por Carlos VII privó un clima de tolerancia, atrajo a los illuministi y partidarios del nuevo espíritu de las “luces”.


      Como antes se mencionó, a la muerte de Fernando VI, su hermanastro Carlos VII fue coronado como Carlos III rey de España (1759). A partir de ese momento la corona de Las Dos Silicillas, Nápoles y Sicilia, pasó a manos de su tercer hijo, un niño de ocho años, pues el primero era oligofrénico, y el segundo, el futuro Carlos IV, en ese momento era príncipe de Asturias. Mientras eso sucedía en Madrid, Bernardo Tanucci, en Nápoles, se quedó al frente del Consejo de Regencia y a pesar de la distancia, mediante constante comunicación epistolar, influía en Carlos III.


      Por su parte, Leopoldo de Gregorio, marqués de Esquilache, el otro influyente ministro, se encargó del despacho de Hacienda. Los últimos años de Fernando VI habían sido un desastre y las finanzas estaban en bancarrota. Para complicar más la situación, la alianza entre España y Francia (1761) para atacar a Inglaterra fue la peor decisión. Los ingleses invadieron La Habana y Manila, aunque para fortuna del monarca español Veracruz se salvó, pues en 1763 se firmó la Paz de París, lo que puso fin a la guerra de Siete Años, y a pesar de que La Habana y Manila le fueron devueltas, el monarca español tuvo que entregar la Florida a los ingleses. La situación era muy grave y eso obligó a Carlos III, mediante las propuestas hacendarias de Esquilache, a impulsar nuevas reformas en sus colonias, aunque, una vez más, no tocó los intereses de los poderosos. El llamado Reglamento del Comercio Libre a las Islas de Barlovento no le restó poder al monopolio que los comerciantes ejercían desde Cádiz.


      En vísperas del célebre motín del marqués de Esquilache, y que a la postre fue el detonador para precipitar la salida de los jesuitas de España, los múltiples panfletos que circulaban, sin el menor prurito, daban rienda suelta al sombrío panorama que prevalecía: una monarquía quebrada, sin recursos y con falta de credibilidad crediticia, el pesado lastre de la derrota frente a Inglaterra, la gravosa indemnización que tenía que pagarse por recuperar La Habana y Manila y los rumores de que las exportaciones andaluzas habían disminuido, contribuyeron para agravar la ya menguada reputación del monarca español y sus ministros.


      Visto lo anterior surge una pregunta: ¿el reinado de Carlos III fue una época de despotismo ilustrado? En términos generales se hace referencia a una forma de gobierno en la que el soberano y sus ministros recibieron esa influencia, aunque, ciertamente su caracterización no es aceptable a cabalidad. El despotismo ilustrado o sus variantes denominativas como el absolutismo ilustrado, el despotismo benevolente, etc., albergó contenidos de tolerancia religiosa, medidas económicas, fomento de la enseñanza y la centralización del Estado sobre una adecuada racionalización administrativa. En ese sentido, el despotismo ilustrado conllevó que cada súbdito invocara la figura del rey como su protector, mientras que éste, a su vez, esperó que cada súbdito estuviera dispuesto a servir al Estado.8 Sin embargo, la mayoría de las veces esos principios fueron letra muerta. El pensamiento despótico surgido en Francia hacia la segunda mitad del siglo XVIII, como una variante de las teorías económicas de los fisiócratas, no siempre fue fiel a su filosofía o doctrina.


      Detrás de la fórmula “el Estado soy yo” se escondía la personificación en el monarca de los intereses generales, representando el Yo al Estado mismo. Aunque el rey se confesaba siervo del pueblo o servidor del mismo, disfrutaba de un poder absoluto que su propia condición le otorgaba. En virtud de ello, la atención a los súbditos y el carácter paternalista del monarca, en cuanto a que estaba obligado a velar por la felicidad de ellos, no se opuso, aunque parezca extraño, a la imagen de un Estado formalmente absoluto, salvándose así —por lo menos en apariencia— la posible antinomia absolutismo-ilustración. Las pretensiones de darle cobijo, protección y felicidad a su pueblo no sólo fueron principios racionalizados, sino tesis fundamentales del Estado.


      Así pues, la centralización político-administrativa fue algo que en Europa asumió de manera personal el rey, oscureciendo a sus colaboradores, o bien, quedó como una tarea compartida entre éste con sus ministros. En consecuencia, es factible plantear que este fenómeno se dio básicamente en función de la personalidad de cada uno de los monarcas. En Prusia, Federico II, y en Rusia, la reina Catalina, hicieron gala de particular capacidad de trabajo y dedicación a las cuestiones políticas, lo que acarreó como resultado que sus colaboradores quedaran relegados. Un fenómeno muy diferente acaeció con José de Portugal y Carlos III en España, quienes gobernaron a través de sus ministros e incluso les concedieron buena parte del protagonismo político. Tal fue el caso de Sebastián José de Carvalho e Mello, conde de Oieras y marqués de Pombal en Portugal, y José Moñino, conde de Floridablanca, en España. Del mismo modo, es necesario tener presente que en realidad varias monarquías ilustradas no contemplaron la posibilidad de romper con la Iglesia.9 Lo que buscaron fue que Roma se supeditara a sus intereses, postura acorde con la filosofía que los pensadores ilustrados sostenían. Expresado con otras palabras, lo que las monarquías ilustradas intentaron fue establecer un control sobre la Iglesia católica y sus más prominentes miembros, esto es, la jerarquía eclesiástica.


      Para el caso español, tanto la alta nobleza y la media, la jerarquía eclesiástica y el bajo clero, así como muchos ministros, no desentonaron en cuanto a los objetivos que se pretendían alcanzar o preservar; sin embargo, disintieron en la estrategia y la táctica para alcanzarlos. La aristocracia de España no estuvo de acuerdo en cómo se podía aplicar el poder, en parte porque no dependían de las mismas e iguales formas de renta, en parte porque doctrinalmente no siempre coincidieron respecto a quién debía llevar las riendas político-administrativas del Estado; además, porque la propia teoría absolutista, basada en las regalías y en una necesidad de aplicar ciertas reformas financieras, suponía que la primera condición era fundamental para aplicar las segundas y ambas, a su vez, eran indispensables para que las reformas no se convirtieran en revolución y se mantuviera inalterable el control de la sociedad.10


      La sociedad española estaba supeditada a la Iglesia y a las normas religiosas y morales que ésta imponía. Desde el rey hasta el más modesto jornalero, los españoles eran controlados por esta institución. En ese sentido, separar los asuntos temporales y espirituales fue una empresa complicada. El interés de la Iglesia por inmiscuirse en asuntos temporales no fue una acción circunstancial; lo hizo para salvaguardar las riquezas que había logrado amasar durante años y que la política absolutista amenazaba con expoliar. La institución eclesiástica, para su sustento y beneplácito, había acumulado un inmenso patrimonio agrario, urbano y suntuario, que era preciso defender mediante una postura sólida y una activa participación en la política. Las prerrogativas eran el resultado de una posición privilegiada frente al Estado.11


      Del mismo modo, cabe apuntar que los reformadores españoles, en tanto creyentes, no pretendieron enfrentarse con la Iglesia. Lo que sucedió es que muchos de los reformistas estaban convencidos de que para resolver la grave crisis de la corona era indispensable aplicar una triple operación. En primer lugar, era preciso colocar a la Iglesia en su justo lugar. En relación con el poder temporal, la institución debía subordinarse a los intereses del rey y ello suponía, como corolario, que el papado no podía ni debía intervenir en los asuntos del monarca y de la Iglesia española a través de sus autoridades eclesiásticas. En virtud de ello, el objetivo del rey y sus ministros fue que la Iglesia española quedara como una institución al servicio de la corona, es decir, comprometida con la monarquía y ajena a los caprichos o intereses de Roma, salvo en cuestiones estrictamente espirituales.12


      La necesidad de reforzar el poder real para convertirlo en una verdadera fuerza y efectuar la reforma financiera, en más de una ocasión dio lugar a que los ministros del rey procedieran de manera arbitraria para someter a la Iglesia católica y su jerarquía. Los ilustrados españoles no titubearon ni un instante en aplicar las medidas necesarias para defender las regalías y los privilegios que el monarca debía disfrutar, ni tampoco dudaron en aplicar una severa política regalista,13 a pesar de que iba en detrimento de la institución eclesiástica, una institución que a través de los siglos se había distinguido por las múltiples alianzas establecidas con los reyes de España y otras cortes europeas. Empero, no debe sorprendernos. Desde la época de los reyes católicos se había extendido la idea de constreñir el poder eclesiástico.


      En tanto que los reyes eran representantes de Dios en sus dominios, la Iglesia estaba obligada a obedecer a los monarcas en todo aquello que no afectara el dogma. Así, todos los representantes de la Casa de Austria y luego los Borbón “tuvieron sus más y menos sobre la contribución económica de la Iglesia a los gastos del Estado y también sobre las enormes cantidades de dinero que cada año salían hacia Roma”.14 Un factor importante en ese enfrentamiento Iglesia-Estado fueron las cuantiosas sumas que salían de los reinos peninsulares a la curia romana —mediante bulas de obispos preconizados, vacantes de obispados, expolios, gastos de canonización, dispensas matrimoniales, etc.— sumas que se acrecentaron de manera exponencial con el transcurrir de los siglos.15


      En resumen, la monarquía se propuso como objetivo convertir a la Iglesia española en una institución al servicio del monarca y establecer una relación favorable a sus intereses frente a Roma. Los medios que las autoridades reales emplearon para lograr sus fines fueron básicamente dos: el control de las finanzas y la supervisión y autorización de los futuros jerarcas, ambos aspectos concebidos para hacer más dócil a la institución frente el poder borbónico y menos dependiente del papado. La monarquía quiso hacer valer la tesis de que el Estado no podía tener competidor y que el monarca, en tanto figura señera del sistema, tenía derecho a regular las funciones sociales de todas las instituciones y los individuos, y, a la vez, manejar a su arbitrio la función pública de la Iglesia.16


      Pero, insistimos, a pesar de esa actitud firme y convencidamente regalista, no debe inferirse que los Borbón adoptaron una actitud laicista. Por el contrario, la corona fue consciente de que la Iglesia era una aliada indispensable para la estabilidad del Estado, y la profunda religiosidad del pueblo también era compartida por la casa reinante. Nadie pretendió un Estado laico y las autoridades reales no vacilaron en dar reiteradas muestras de religiosidad; sin embargo, a pesar del profundo sentimiento espiritual, compartido desde Carlos III hasta la mayoría de sus ministros, la corona no vaciló ni se tentó el corazón para actuar contra los padres jesuitas y Roma. De acuerdo con los planes de los ministros, unas de las pocas alternativas para salir de la crisis era expoliar las propiedades de una de las más ricas y contestatarias comunidades religiosas: la Compañía de Jesús.


      EXPULSIÓN DE LA COMPAÑÍA DE JESÚS DE PORTUGAL, FRANCIA Y ESPAÑA


      Cuando se habla de la expulsión de la Compañía de Jesús en la España de Carlos III parecería que expeler a los padres jesuitas del Imperio español hubiera sido una acción privativa de ese monarca. En realidad, fue el resultado de una política aplicada por otras casas Borbón que dominaban Europa. Desde que murió en 1700 Carlos II, El Hechizado, y su padre, Leopoldo de Austria, no pudo oponerse a que Luis XIV de Francia impulsara a Felipe de Anjou, Felipe V de España, para ocupar la Corona española, los Borbón paulatinamente empezaron a ganar terreno y a imponer nuevas prácticas políticas y hacendarias. Para mediados del siglo XVIII, las casas borbónicas dominaban en Portugal, Francia, España e Italia. Por eso no sorprende que la actitud beligerante contra los ignacianos, que nació en Portugal, en pocos años se haya extendido como reguero de pólvora en esa parte de la geografía europea hasta que en 1773 culminó con la extinción de la comunidad fundada por san Ignacio de Loyola.


      Si bien es cierto que oficialmente la expulsión de la Compañía de Jesús tuvo lugar el 31 de marzo de 1767 en la villa de Madrid, es innegable que, ese día, lo único que marcó la historia fue la consumación de un proceso que había comenzado ocho años antes en el reino de Portugal cuando el rey José I,17 a instancias de su secretario de Estado, Sebastián José de Carvalho y Mello, conde de Oeiras y marqués de Pombal,18 acusó a los miembros de la Compañía de Jesús de simpatizar con principios y prácticas regicidas. En efecto, el 3 de septiembre de 1758 se consumó un anunciado desenlace: la expulsión de los padres jesuitas del reino de Portugal y de las colonias de ultramar que formaban parte del Imperio portugués.


      [image: ]


      Sebastián José de Carvalho y Melo.


      Desde septiembre de 1757 Carvalho y Melo19 había empezado a instigar contra los ignacianos y una de sus primeras medidas fue sustituir al confesor del rey, quien era jesuita, por un clérigo de su confianza, y meses más tarde, a principios de 1758, el mismo conde Oeiras y marqués de Pombal le exigió a Benedicto XIV20 poner fin, según él, a la constante desobediencia de los jesuitas y acotar su afán por amasar riquezas, poder, así como poseer grandes extensiones de tierra, y a pesar de que el pontífice se vio asediado, le exigió pruebas al ministro portugués. El conde Oeiras y marqués de Pombal ignoró los requerimientos del pontífice. Del mismo modo, el embajador de Portugal en Roma, y primo de Carvalho y Melo, Francisco de Almada y Mendoça, se dirigió al vicario de Cristo con un lenguaje duro y poco diplomático para exigirle que adoptara medidas contra los jesuitas. Presionado por el cardenal Almada y Mendoça, el 1 de abril de 1758, Benedicto XIV designó al cardenal Francisco Saldanha para visitar a los jesuitas en Portugal y de esa manera atemperar el distanciamiento.21


      A pesar de que las autoridades eclesiásticas no estaban de acuerdo con la postura de Carvalho y Melo, el 31 de mayo de 1758, el cardenal Francisco Saldanha comenzó la visita de la Casa Profesa de Sao Roch en Lisboa. Lo que llama la atención es que sólo cinco días después, el purpurado redactó su informe, en el cual afirmó que cada casa jesuita portuguesa era centro de escandalosas transacciones comerciales. El nuncio papal en el reino de Portugal, Filippo Acciaiolo, recibió la documentación y se congratuló de la eficiencia mostrada por el prelado, pero sospechó sobre su veracidad pues no ofrecía evidencias22 y aunque es posible que la actuación de Saldanha haya estado influida por su cercanía con el conde Oeiras y marqués de Pombal (le debía el cardenalato),23 todo hace suponer, como lo sugiere Ricardo García-Villoslada, que Benedicto XIV, en las postrimerías de su pontificado también abrigaba profundos sentimientos contra los jesuitas.


      Mientras que Saldanha visitaba las residencias ignacianas, el papa Benedicto XIV falleció en Roma el 3 de mayo de 1758, y días más tarde, el 21 de mayo, la Decimonona Congregación General, tras el deceso del padre general de la Compañía General, Aloysius Centurione, ocurrido en octubre de 1757, se decantó a favor del florentino Lorenzo Ricci para ocupar el cargo de padre general. Al padre Ricci le correspondió atender una época muy compleja y con muchos flancos abiertos. La Compañía de Jesús tenía numerosos e importantes enemigos. En Portugal, estaba Sebastian José de Carvalho y Melo; en Francia, el duque Étienne François de Choiseul; en España, Pedro Abarca y Bolea, conde de Aranda y en Nápoles, el marqués Bernardo Tanucci. Todos estos personajes se confabularon para presionar a la Iglesia y acotar el poder de la Compañía, la cual, paradójicamente, hasta entonces había sido la comunidad más leal al pontífice romano.


      Con la desaparición de Benedicto XIV algunas casas reinantes trataron de impulsar a su candidato. Luego de un prolongado cónclave, unos purpurados se inclinaron por el cardenal Luynes, que representaba los intereses del rey Luis XV;24 pero esa inclinación provocó que otros prelados apoyaran al cardenal Cavalchini, quien estaba respaldado por el poderoso cardenal florentino Neri Corsini y el influyente español Portocarrero; sin embargo, como se rumoraba que Cavalchini simpatizaba con los jesuitas, su candidatura no prosperó. Frente a esa nueva crisis hubo necesidad de pensar en un tercer príncipe de la Iglesia. Luego de varias sesiones, el 6 de julio de 1758 se eligió al obispo de Padua, el cardenal Carlos Rezzonico,25 quien se llamaría Clemente XIII (1758-1769).26 A pesar de ello, la Compañía de Jesús permaneció en el ojo del huracán. Los pensadores ilustrados la tenían como su enemigo natural. Para ese grupo, los jesuitas gozaban de gran poderío económico y su influencia era notable en varias casas reinantes.27


      Tras fallar la conspiración de unos nobles contra José I de Portugal,28 Pombal, además de implicar a miembros de la aristocracia portuguesa, como la marquesa de Távora y los duques de Aveiro, en enero de 1759 afirmó que había “sospechas legítimas contra el perverso clero regular de la Compañía de Jesús” y lanzó abiertamente su ofensiva contra los ignacianos. En pocos días fueron presos cerca de 250 jesuitas, muchos de los cuales terminaron locos o murieron en prisión. Ese año marcó la culminación de las rencillas contra los jesuitas en Portugal. Los problemas entre las autoridades portuguesas y los ignacianos en realidad no eran nuevos. Se remontaban a 1750, cuando los portugueses y españoles firmaron el Tratado de Madrid, mediante el cual Juan V de Portugal y Fernando VI de España fijaron los límites fronterizos entre Brasil y la América española, lo que implicó que trece reducciones paraguayas,29 hasta entonces administradas por jesuitas españoles, les fueran cedidas a sus vecinos. Eso provocó que los indígenas guaraníes se levantaran, según Portugal, alentados por los discípulos de san Ignacio. También como resultado del Tratado de Madrid, España recibió grandes extensiones en las Amazonas, aunque, al parecer, de escaso valor y casi yermo. Asimismo, la Corona española obtuvo como recompensa una fortaleza en La Plata de casi cien kilómetros cuadrados.30


      Pero las autoridades portuguesas no fueron las únicas aliadas contra los jesuitas. Los comerciantes también se confabularon. Ese poderoso grupo sostuvo que la posesión de grandes extensiones de tierra y explotación de recursos naturales estaba en contradicción con el voto de pobreza.31 Aunque los enemigos de los ignacianos estaban en un entorno más familiar; frailes de otras comunidades religiosas compartían el deseo de verlos maniatados. Con esa idea simpatizaba el padre general de los dominicos, el padre Boxadors; los agustinos con su general, el peruano padre Vázquez, y los franciscanos que habían movido sus piezas para promover como confesor del rey a fray Joaquín de Eleta, sin olvidar, claro, a los frailes carmelitas, entusiastas admiradores del obispo Palafox.32


      En suma, el Tratado de Madrid se distinguió por la cesión de territorios y la expropiación forzosa de propiedades indígenas. El Tratado visto a la distancia representó para España una pérdida ostensible. Las tierras que recibieron no compensaron ni remotamente las cedidas. En cuanto a la Iglesia católica, su jerarquía adoptó una postura sumisa ante la política beligerante de Portugal. En Roma sólo hubo cierto malestar por las calumnias propaladas sobre el respeto, la fidelidad y gratitud, que la Compañía debía guardar a la casa real.33 Es indudable que el Tratado colocó a la Compañía de Jesús en un terreno muy peligroso, delineó el futuro de los ignacianos y provocó la ruina y destrucción del comercio de las misiones paraguayas.34


      Tras la ominosa salida de los discípulos del santo de Loyola de Portugal en 1759, los franceses vislumbraron la posibilidad de repetir la misma acción en su reino. Para mediados del siglo XVIII los simpatizantes del jansenismo35 y el enciclopedismo, que gozaban de gran poder, no eran los únicos enemigos de los hijos espirituales de san Ignacio de Loyola. Algunos nobles como el ministro Choiseul y la favorita del rey Luis XV, marquesa de Pompadour, también veían con beneplácito la posibilidad de que la Compañía abandonara tierras galas.36 Con argucias parecidas a las que el marqués de Pombal había orquestado, se actuó en Francia. Primeramente, se les inculpó de un atentado contra el rey Luis XV a manos de Robert François Damiens, un antiguo estudiante del colegio jesuita de Louis-le Grand, pero como el ardid no prosperó, se buscó otro más convincente. El nuevo complot se fraguó a partir de varias denuncias hechas contra el padre jesuita Antonio Lavalette por sus malos manejos financieros.37


      El padre Lavalette, un habilidoso ecónomo entregado al comercio, lo cual estaba prohibido por el derecho canónico y la propia Compañía de Jesús, se vio envuelto en graves dificultades a raíz de la guerra de los Siete Años.38 La debacle se presentó cuando dos naves que transportaban azúcar y café, propiedad del jesuita, fueron capturadas por los piratas ingleses.39 Poco después Lavalette sufrió otro duro revés. Esta vez los esclavos negros que trabajaban en sus plantaciones fueron atacados por una virulenta epidemia y muchos perdieron la vida.40 Al parecer, en 1759, las autoridades de la Compañía aún no habían tomado conciencia de la grave situación en que se encontraba su correligionario, pero en cuanto advirtieron la magnitud del problema, el padre provincial de Francia, Pedro Claudio Frey, con sus consultores, envió a los acreedores de Lavalette con el padre Dominique de Savy, o sea, el procurador de la misión jesuita en La Martinica, ya que éste, de acuerdo con los estatutos de la Compañía, era el responsable de los actos de su subordinado.


      Sin embargo, las dificultades se tornaron más complejas pues el padre De Savy se declaró incompetente y se mantuvo al margen del problema. Como resultado de la postura del procurador de la misión jesuita en La Martinica, Lavalette fue obligado a asumir su responsabilidad. Un año más tarde, en 1760, las autoridades francesas concluyeron que el padre general era garante de los actos de los miembros de la Compañía y como encargado de ella, debía saldar las deudas contraídas por su subordinado.41 Tras varias acciones jurídicas emprendidas por los jesuitas para evadir los cargos,42 el 18 de mayo de 1761 el Parlamento de París condenó a la Compañía de Jesús y el padre Lorenzo Ricci, en su carácter de padre general, se comprometió a pagar las deudas del padre Antonio Lavalatte pues, de acuerdo con las leyes francesas, él debía responder de los malos manejos del ecónomo jesuita.43
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      Padre general Lorenzo Ricci.


      Pero las autoridades jesuitas francesas no aceptaron el veredicto y se negaron a resarcir los daños. Frente a esa negativa, el 12 de febrero de 1762 el Parlamento de París adoptó medidas más drásticas: ordenó el cierre de 80 colegios, se abrogó el derecho de revisar las Constituciones, condenó varios escritos jesuitas, prohibió el ingreso de nuevos novicios y limitó los permisos para fundar más escuelas;44 además, inició formalmente el proceso jurídico contra Antonio Lavalette y la Compañía de Jesús. Pasados unos meses, el Parlamento volvió sobre lo mismo el 6 de agosto, declarando a la Compañía de Jesús incompatible con cualquier Estado, por lo cual debía ser eliminada irrevocablemente de Francia. Muchos parlamentos de provincia le habían precedido con sentencias análogas.45


      Como resultado de ello, Clemente XIII se inconformó y afirmó que el ataque a la Compañía no sólo era una embestida contra los discípulos de san Ignacio sino contra la propia Sede Apostólica y la religión cristiana. El 8 de septiembre de 1762 el pontífice envió unas cartas a los cardenales franceses, en las que asociaba la causa ignaciana con la Iglesia católica y exhortaba a los purpurados galos para oponerse a las medidas ordenadas por el Parlamento de París.46 Uno de los eclesiásticos que se expresó con mayor fervor fue el arzobispo de París, Cristóbal de Beaumont, un destacado opositor de los jansenistas y enciclopedistas, quien, mediante una sentida carta pastoral, apoyó a los padres jesuitas. Como respuesta a la defensa de los padres ignacianos, el rey Luis XV lo expulsó. En abril de 1763 las universidades de la Compañía de Jesús fueron cerradas y prácticamente un año después, en marzo de 1764, los jesuitas fueron conminados a renunciar a sus votos bajo la amenaza de ser desterrados. En diciembre de 1764 el monarca francés tomó la decisión de extinguir la Compañía de Jesús.


      Si bien es cierto que la expulsión de los jesuitas en Portugal y Francia tuvo una sensible repercusión en sus respectivas Iglesias, en España la salida de los jesuitas tuvo consecuencias todavía más notorias. La conjura planeada por personajes de la talla de Choiseul, Pombal, Pedro Pablo de Abarca de la Bolea, conde de Aranda,47 Pedro Rodríguez Campomanes, conde de Campomanes,48 Manuel Roda y Arrieta,49 y Bernardo Tanucci, entre otros, fue asombrosa. La expulsión de la Compañía de Jesús fue una operación que garantizó el reposo público y derribó las barreras opuestas a la Ilustración.50 Se puede decir que la tragedia jesuita en España comenzó a gestarse a finales del reinado de Fernando VI51 y con el deceso de la reina madre, Isabel de Farnesio en 1766, aunque el brazo ejecutor haya sido Carlos III. Por otra parte, y este es un hecho que no se puede ignorar, para esa época la mayoría de los puestos clave del Estado español estaban controlados por personas de confianza del conde de Aranda, presidente del Consejo de Castilla y primer gran oriente de la masonería en España.


      Veamos las circunstancias que antecedieron la salida de los jesuitas de España y sus colonias. El 22 de marzo de 1766 tuvo lugar el famoso motín y no dejan de sorprender las razones pueriles que la gente esgrimió para salir a la calle y provocar la revuelta popular. Resulta que el ministro siciliano de finanzas, Leopoldo de Gregorio, marqués de Esquilache, ordenó elevar el precio de los alimentos52 y prohibió usar el traje castizo de capa larga y el chambergo.53 Esa disposición, que en condiciones normales seguramente no hubiera despertado ninguna reacción, dio lugar a que la plebe de Madrid, hostil al ministro y molesta por el encarecimiento de los víveres, se manifestara contra la medida aunque, por extrañas circunstancias, el caos se repitió en diversos lugares de la geografía española. La situación se tornó tan delicada que Carlos III, aconsejado por sus ministros y su gente de mayor confianza, huyó a la cercana población de Aranjuez, donde permaneció escondido ocho meses.54 Mientras el monarca se refugiaba en Aranjuez, los enemigos de los ignacianos aprovecharon la ocasión y le hicieron creer al rey que los propios jesuitas habían incitado al populacho para que se rebelara.


      Carlos III reaccionó y ordenó al conde de Aranda sofocar la insubordinación. Aranda, con el respaldo del rey, procedió con mano dura y en poco tiempo controló la situación. Poco después, este último, Manuel de Rodas y Pedro Rodríguez Campomanes, convencieron al rey para que creara un tribunal o consejo extraordinario que se encargaría de indagar los motivos que la gente había tenido para insubordinarse contra el conde de Esquilache pero, sobre todo, para “demostrar” que los jesuitas habían sido los promotores de esa anarquía. El 20 de noviembre de 1766, Rodas le hizo llegar un informe pormenorizado a los prelados del episcopado español. De acuerdo con las pesquisas que había hecho, los crímenes y excesos habían sido provocados por unos eclesiásticos, aunque en realidad, centró sus acusaciones en los miembros de la Compañía de Jesús.


      Rodríguez Campomanes, nombrado por esos días procurador fiscal, emitió en diciembre de 1766 su Dictamen fiscal:55 “este Cuerpo peligroso, que intenta en todas partes sojuzgar al trono, que todo lo cree lícito para alcanzar sus fines y que si actualmente ha buscado la unión entre otros cuerpos, es momentánea y en cuanto contribuye a sostener la máquina movida”.56 El veredicto final estaba dado y era inapelable.57


      Por otro lado, Bernardo Tanucci desde Nápoles no cejó para que las autoridades españolas aplicaran medidas todavía más coercitivas contra los discípulos de san Ignacio. Instó al gobierno español para que arrojara a los ignacianos de sus dominios pues, según él, habían sido los principales provocadores de la rebelión. También Tanucci afirmó que en los colegios de la Compañía de Jesús se exaltaba la supremacía de Roma y se convertía a los ciudadanos españoles en esclavos. Para él, la presencia jesuita auguraba el empobrecimiento del reino, así como la muerte de las artes y las ciencias. Finalmente, sus peticiones fueron atendidas y el 20 de enero de 1767, el Consejo Extraordinario emitió una orden: los padres de la Compañía debían abandonar España y sus bienes serían confiscados.58 El exilio de los ignacianos de los dominios españoles fue acompañado de la orden de ocupar sus temporalidades; es decir, embargar a favor de la corona sus propiedades y las rentas eclesiásticas que disfrutaban o administraban.59


      Apoyado en el dictamen emitido por Rodríguez Campomanes, manipulado por Manuel de Rodas y Arrieta y legitimada la decisión por fray Joaquín de Osma, el confesor real, Carlos III firmó la Pragmática el 27 de febrero de 1767. El encargado de ejecutarlo fue el conde de Aranda quien se condujo con absoluto sigilo, de modo que la orden del monarca fue una verdadera sorpresa para propios y extraños, para amigos y enemigos de los jesuitas. Es innegable que en ese documento se atendieron hasta los más ínfimos detalles.60 Desde la notificación del exilio hasta cómo debían ser entregados los padres jesuitas a las autoridades pontificias, sin omitir, por ejemplo, los puertos de embarque o la lista de alimentos que debían consumir durante la travesía a tierras italianas. Pilar García Trobat, menciona en su trabajo sobre la expulsión de los jesuitas en Valencia en este orden de ideas, el silencio que tuvieron que guardar las personas encargadas de actuar contra los ignacianos:
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      Pedro Rodríguez Campomanes.


      
        El que no respetase este silencio ordenado sería tratado, cualquiera que fuera la causa del descuido, como quien falta a la reserva de su oficio y es poco atento a los encargos del rey, mediando su real servicio, pues previniéndose a Usted con esta precisión, el secreto, prudencial y disimulo que corresponde y, faltando a tan debida obligación, no será tolerable su infracción [a la vuelta de correo, cada juez ordinario debía contestar, citando la fecha de aquella carta y comprometiéndose a observar lo que en ella se expresaba].61
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      Manuel de Rodas y Arrieta.


      Así, entre la noche del 31 de marzo y el 1 de abril de 1767, los colegios e iglesias administradas por los jesuitas de Madrid fueron cerradas e incomunicadas. Varios contingentes armados se situaron en las calles y las plazas adyacentes a las casas, mientras otros militares tomaron los aposentos y otras instalaciones, y se ubicaron en los campanarios. El modo de proceder en el Colegio Imperial de Madrid se repitió en otras residencias jesuitas en España. A media noche las tropas irrumpieron por las puertas de los colegios o residencias y en el comedor reunieron a los padres y novicios; enseguida les leyeron el Decreto real de exilio y después les ordenaron abandonar el lugar, llevando consigo sólo la ropa que traían, sus breviarios, un devocionario, algo de rapé, chocolate y una muda, de tal modo que antes del amanecer salieron a hurtadillas, como fue también la situación que vivieron los 200 jesuitas que residían en el Colegio Imperial de Madrid, que tuvieron que partir al exilio y dos días más tarde se encontraron con otros 2700 compañeros de religión en los puertos de embarque.62


      Al quedar desocupadas las propiedades de la Compañía de Jesús, varias fueron utilizadas como escuelas para impartir clases de latín, gramática, retórica y griego; unas habitaciones de esos inmuebles fueron usadas para albergar a los maestros que a partir de ese momento estarían dedicados a formación de los jóvenes. Pero sin duda, además de las autoridades reales, las personas que más se vieron beneficiadas con el expolio fueron los obispos. Una cantidad considerable de las iglesias abandonadas pasaron a manos del clero secular y éste las convirtió en parroquias, obviamente administradas por clérigos seculares. Del mismo modo, las autoridades diocesanas pudieron apropiarse de los mejores edificios para establecer seminarios pontificios y de esa manera cumplir con la orden que, en 1766, había dado Carlos III. En esa ocasión requirió a los obispos españoles para que establecieran seminarios conciliares pero, según ellos, no podían hacerlo porque no contaban con edificios y recursos. La expulsión de los jesuitas les allanó el problema.63


      ¿Qué más ganó el monarca español? La nueva función que se le otorgó a las residencias y colegios jesuitas le garantizó a la corona, en primera instancia, borrar cualquier vestigio jesuítico e imponer sus programas regalistas. Del mismo modo, logró suprimir las cátedras de Suárez, el uso de ciertos manuales de teología moral, como el del padre Hermann Busembaum, que fueron sustituidos por otros de tendencia tomista o agustina. Todas esas acciones produjeron cambios en la geografía eclesiástica española; además, la apropiación de las instalaciones de la Compañía de Jesús permitió a las autoridades del episcopado español hacerse de valiosos tesoros religiosos como vasos sagrados, ornamentos y alhajas.64


      Aunque la expulsión de la Compañía de Jesús era un hecho consumado, el papa Clemente XIII expresó, el 16 de abril de 1767, a través del breve Inter acerbísima, su protesta por el atropello infringido a los padres ignacianos. En ese documento, el santo padre instó al rey a reconsiderar su decisión, pero el monarca lo ignoró. Como respuesta a la indiferencia real, el pontífice, en señal de protesta, según él, ordenó no acoger a los desterrados en sus territorios. Mucho se ha hablado en torno a esa medida, lo cierto es que los expulsos, luego de peregrinar por tierras italianas, fueron acogidos en Génova.


      ¿Pero qué reacciones produjo ese acontecimiento? Algunos personajes abrigaron esperanzas de que pronto se restablecería el orden anterior; sin embargo, con el transcurrir de los meses, el ánimo empezó a decaer y se alzaron voces que pretendieron reivindicar el mancillado honor de los padres de san Ignacio, misión en la que se comprometieron algunos laicos. No obstante, los defensores de la causa jesuítica, por la misma situación que privaba, tuvieron que conducirse de manera discreta. Su lealtad a la Compañía los podía llevar a la cárcel, “por eso, las actividades principales se centraron en el forcejeo indirecto por conseguir el arreglo o la ruptura entre Roma y Madrid, por debilitar el equipo de gobernantes hostiles, aunque fuese a través de jesuitas italianos y a base de la sátira, de la intriga o de la inocente o malévola murmuración”.65
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      Papa Clemente XIII.


      Una de las de las personas de mayor renombre que osó enfrentar al monarca español fue un inquisidor mayor, apellidado Uriarte, así como el arzobispo de Toledo, quien incluso publicó un documento en el que expuso su respaldo a los jesuitas,66 aunque ciertamente la reacción popular más entusiasta a favor de los padres fue en las Indias. A pesar de ello, el gobierno español en más de una ocasión se tuvo que poner a la ofensiva contra las expresiones de adhesión que se suscitaron y movilizó sus tropas para controlar esas manifestaciones.


      Tras la salida de los ignacianos de Portugal, Francia y España, en Nápoles, Bernardo Tanucci, el ministro del joven Fernando IV, hijo de Carlos III, también se propuso emular las medidas adoptadas por Pombal, Choiseul y el conde Aranda, pues a pesar de que no contaba con argumentos suficientes para emprender una campaña contra los jesuitas, el papa se los proporcionó al insistir en mantener los privilegios medievales de la investidura religiosa y los signos de un vasallaje feudal enteramente anacrónico.67


      Para proceder contra los miembros de la Compañía de Jesús, Tanucci sostuvo que si los jesuitas eran enemigos de la casa de Borbón, por extensión lo eran de Nápoles. Del mismo modo, afirmó que la venganza era inherente a la filosofía ignaciana y como, en su momento, habían entrado ilegalmente al reino, era razón suficiente para expulsarlos. Con estos débiles argumentos, el 20 de noviembre de 1767, a sólo diez meses de haber abandonado España y los virreinatos americanos, se ejecutó su expulsión de Nápoles. Poco después, en febrero de 1768, se aplicó la misma medida en Parma.68 Unos cien jesuitas se refugiaron en los Estados papales. Pero durante ese tiempo hubo otros acontecimientos que marcaron el derrotero de la Compañía de Jesús, en particular la salida de los discípulos del santo de Loyola en la Nueva España.


      EXPULSIÓN DE LA COMPAÑÍA DE JESÚS DE LA NUEVA ESPAÑA


      Luego de haber analizado las circunstancias que rodearon el extrañamiento de los padres en varios reinos europeos, lo haremos ahora en la Nueva España para constatar cómo se gestó su expulsión del territorio más importante de las Indias y la respuesta que generó al conocerse la disposición real.


      Las autoridades novohispanas, más allá de sus principios religiosos personales, tuvieron la obligación de acatar incondicionalmente las disposiciones del rey. La misma postura fue asumida por la jerarquía eclesiástica del virreinato aunque, hay que mencionarlo, algunos prelados se decantaron a favor de la permanencia de los jesuitas en la Colonia.


      En realidad, ningún jerarca indiano ignoró la obligación de plegarse al mandato real; es decir, a lo dispuesto por el titular del Real Patronato, máxima autoridad de la Iglesia en España y sus colonias. Por esa y otras razones tuvieron que aceptar desde un principio, sin reticencia, la orden real. Inicialmente la política de la corona hacia los privilegios que la Iglesia disfrutaba había sido resultante de la visión que los Habsburgo tuvieron acerca de la institución eclesiástica como subordinada incondicional y en más de una ocasión, como socia. Así, tanto las autoridades monárquicas como eclesiásticas hasta entonces habían entretejido un complicado entramado que había dado como resultado que los representantes tanto del poder temporal como del espiritual hubieran amasado enormes dividendos y aunque parezca extraña esa sociedad, en términos generales, logró establecer un sano equilibrio entre ambos actores.69


      Con el advenimiento de los Borbón la relación Estado-Iglesia sufrió un cambio sustantivo. La política de Carlos III combinó elementos de la casa de los Habsburgo con innovaciones carolinas, orientadas fundamentalmente a imponer el poder temporal sobre el espiritual, es decir, a controlar y estar por encima de los privilegios eclesiásticos. Asimismo, la política carolina se planteó como objetivo reducir a su mínima expresión la intervención pontificia en los problemas inherentes a las Indias. Las prioridades para el monarca español y sus ministros fueron, en primer lugar, consolidar el absolutismo y, en segunda instancia, desarrollar la propiedad material de España. Con esos nuevos intereses, la política de la corte, encabezada por los fiscales del Consejo de Castilla, esto es, los condes de Campomanes y Floridablanca, se fijó limitar el poder temporal de la Iglesia católica y su jerarquía.70
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      Carlos III, rey de España.


      Para muchos de esos ministros ilustrados los problemas y la decadencia económica española tenían como raíz la enorme riqueza que la Iglesia había concentrado a lo largo de los siglos. De acuerdo con su percepción, la propiedad eclesiástica en manos del clero era dañina para el Estado y la sociedad, aunque también eran conscientes de que la principal fuente del poderío eclesiástico, y por ende uno de los más importantes objetivos de las reformas carolinas, era la jurisdicción que disfrutaba. Además de normar y decidir sobre aspectos espirituales, es decir, de conciencia, los tribunales diocesanos ejercían jurisdicción exclusiva sobre varios delitos como la bigamia, y se abrogaban el derecho de intervenir en otros temas tan importantes como conceder asilo a un perseguido, sin omitir la inmunidad personal que disfrutaban sus miembros. La separación del poder temporal y espiritual fue un principio fundamental de la corona para disminuir los privilegios de los clérigos. De acuerdo con la percepción de los ministros ilustrados era inconcebible tolerar la presencia de un Estado dentro de otro.
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      Don José de Gálvez.


      En 1764, a tres años de distancia en que José Bernardo de Gálvez71 había pisado tierras virreinales, desde España el rey Carlos III lo invistió con poderes superiores a los que ejercía el propio virrey Joaquín de Monserrat, marqués de Cruillas.72 El monarca español lo designó visitador general pero como el marqués de Cruillas se sintió desplazado, pretendió oponerse, aunque pronto comprendió que era inútil y terminó por subordinarse. José de Gálvez tomó posesión de su cargo e inmediatamente, con mano férrea, clásica postura de los ministros ilustrados, impulsó drásticas reformas en la administración pública. Cesó a varias personas que estaban al servicio del virrey, pues sus emolumentos además de ser muy onerosos, sangraban notablemente el precario erario público. Del mismo modo, decretó el monopolio del tabaco a favor del Estado, lo cual, como era de suponerse, provocó airadas protestas de los afectados, pero Gálvez sin el menor prurito impuso su voluntad y se vieron obligados a someterse.73
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      Carlos Francisco de Croix.


      Por otra parte, como antes se mencionó, el año de 1766 terminó tristemente para la Compañía de Jesús. Quizá fue el preludio de lo que el destino le deparaba. Ese año murió su amiga y protectora, doña Isabel de Farnesio, viuda de Felipe V y madre de Fernando VI y Carlos III. En la Nueva España se celebraron unas exequias solemnes y el encargado de la oración fúnebre, que tuvo lugar en la Catedral de la ciudad de México, fue el célebre jesuita Francisco Javier Alegre.74 Del mismo modo, en 1766, durante el mes de agosto, el virrey Joaquín de Monserrat, marqués de Cruillas, fue sustituido por don Carlos Francisco de Croix, marqués de Croix,75 un flamenco, déspota y militar dispuesto, por su propia formación, a cumplir ciegamente las órdenes emanadas del soberano español y sus ministros.


      Aunque el Real Decreto firmado por el conde de Aranda el 1 de marzo de 1767 y despachado seis días más tarde, es un documento conocido,76 me parece que puede ser interesante recordar algunos de sus artículos. En el comunicado se instruyó de manera puntual a los comisionados para llevar a cabo el extrañamiento y en qué términos debían ocuparse los bienes y las haciendas de los jesuitas. Por ejemplo, en el artículo 3º se especificó que el traslado de los padres sería costeado con recursos de las cajas reales, pero en calidad de préstamo. Posteriormente, la Compañía con sus propios caudales debería pagar el dinero: “en esto ocurrirán los gastos que se pueden considerar, y así deberán costearse de las Cajas Reales, con calidad de reintegro de los efectos de la Compañía”. En el artículo 5º se especificó que por cada misión que fuera administrada por los padres de san Ignacio se nombraría un gobernador y esa persona designada para el cargo, debía acreditar su probidad; además, debía estar consciente que su compromiso sería permanecer permanentemente en ese lugar.


      
        En todas las misiones que administra la Compañía en América y Filipinas, se pondrá interinamente por provincias un gobernador a nombre de Su Majestad que sea persona de acreditada probidad, y resida en la cabeza de las misiones, y atienda al gobierno de los pueblos conforme a las leyes de Indias; y será bueno establecer allí algunos españoles, abriendo y facilitando el comercio recíproco: en el supuesto de que se atenderá el mérito de cada uno con particularidad, según se distinguiere.

      


      Por otra parte, en el artículo 7º se estableció que la persona designada como gobernador o corregidor, tendría como prioridad expulsar de las misiones a todos los jesuitas, incluso a los que se habían ocultado o que se habían negado a aceptar la medida: “El que se vaya nombrado de gobernador o corregidor a la respectiva provincia de misiones, llevará el encargo de sacar de ella a los jesuitas, y dirigidos a la Caja respectiva: a cuyo efecto se le deberá dar la escolta provisional competente”.


      En el artículo 8º se le advirtió al padre provincial que por ningún motivo podría permitir que alguno de sus subordinados intentara quedarse en las misiones o dilatara su salida, particularmente los que residían en sitios alejados.


      
        A fin de facilitar la reunión de los jesuitas misioneros que se hallen muy destacados en distancia, sería conducente que el provincial, o quien tenga sus facultades, escriba para ello órdenes precisas; conviniendo por lo mismo que se haga antes el resto de los existentes en sus colegios, así para que el provincial no busque dilaciones por bajo mano, como porque los misioneros mismos, viéndose destituidos del principal auxilio, sean más puntuales al cumplimiento; y estas órdenes de los provinciales o superiores inmediatos han de ser abiertas, y sin que expresen más que el retiro del sujeto, sin narrativa de la provincia general.

      


      Por lo que se refiere al artículo 10º, resulta muy interesante conocer su contenido. Primeramente se mencionó la obligación que los gobernadores tenían de acatar el mandato y enseguida se agregó el compromiso de notificar su ejecución.


      
        Aunque los presidentes subalternos, o gobernadores han de poner en cumplimento estas órdenes, e Instrucciones, ya las reciban en derechura, o ya por medio del virrey respectivo, sin retardación de la ejecución deberán dar cuenta inmediatamente a su superior de lo que adelantasen, para mantener la armonía y subordinación que es justo.

      


      Otro artículo que llama la atención es el 11º. En éste se especificó de manera puntual cómo los comisionados debían ejecutar la orden y se mencionaba que el decreto de expulsión tenía que observarse con prudencia y total secreto. De la misma manera, se recomendó que los residentes en colegios y residencias jesuíticas estuvieran enterados del mandato real el mismo día o con poco tiempo de diferencia y para ello se ordenó que las instrucciones fueran enviadas en pliegos cerrados, acompañados de una carta, con la indicación precisa de que no fueran abiertas hasta la víspera del día acordado.


      
        Como esta providencia es general, y uniforme para todos los dominios de Su Majestad, después de un maduro y deliberado examen, sería útil el que ninguno de los comisionados buscase pretexto, para dejar ineficaz lo mandado: pues se miraría como reprehensible semejante conducta, y responsable de sus resultas el que tales medios expusiese a desgraciarse las Reales Órdenes; y así todo su ahínco y aplicación se ha de esforzar a llevarlas a debido efecto con vigor, prudencia, y secreto. No fiando este negocio, sino a los muy precisos, y disponiendo que en mismo día o poco de diferencia, según las distancias, se cumpla lo mandado en todos los colegios y casas de la Compañía de su distrito, enviando pliegos cerrados con carta remisiva, y prevención en ella de no abrirlos hasta la víspera del día, que se prefijase para la ejecución.

      


      En fin, me parece que luego de conocer parte de las prevenciones carolinas se cuenta con más elementos para valorar en su justa dimensión la importancia que la corona le dispensó a esa acción tan planeada y guardada celosamente. A mi entender, la discreción, el sigilo y la coordinación de las acciones, fueron los factores que incidieron en el éxito de la operación.


      Aunque no se conoce con exactitud la fecha en que fue recibida la orden, al parecer se tuvo desde el 30 de mayo de 1767 y para cumplimentarla, de acuerdo con las instrucciones recibidas, se observaron al pie de la letra cada una de las disposiciones. El marqués de Croix contó con el apoyo del visitador general, don José Bernardo de Gálvez, y el arzobispo de México, don Francisco Antonio de Lorenzana.77 De acuerdo con lo que se sabe, para el prelado metropolitano era un justo castigo a la conducta que los padres de san Ignacio de Loyola habían observado. Pero no sólo eso. Lorenzana publicó una carta pastoral donde manifestó públicamente su simpatía por la acción emprendida del monarca. Otro personaje que desempeñó un papel fundamental, pues siempre se expresó a favor de la medida, fue el obispo de Puebla, don Francisco Fabián y Fuero,78 quien al conocer la orden no ocultó su satisfacción.79
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      Arzobispo de México Francisco Antonio de Lorenzana.


      Así pues, ni los comisarios, ni las autoridades, ni los jefes de las tropas que recibieron la orden de llevar a cabo esa empresa, conocieron su contenido hasta que la tuvieron en sus manos. En pliegos cerrados, que a su vez contenían otros, recibieron las instrucciones:


      
        Con vista del plano general del reino se calcularon las distancias, el tiempo preciso para llegar de un punto a otro, los obstáculos que habrían de vencerse en los caminos. Combináronse las disposiciones de manera que todos los comisarios encargados de ejecutar la orden llegasen a su punto de destino el mismo día y casi a la misma hora.80

      


      Carlos Francisco Croix, marqués de Croix, José de Gálvez y Francisco Antonio Lorenzana cumplieron al pie de la letra las instrucciones.81 Mantuvieron el secreto hasta el último momento, lo que no permitió la reacción de los padres jesuitas o sus simpatizantes. Los escribanos, es decir, los encargados de copiar las órdenes, fueron mantenidos aislados y al impresor de los bandos, en este caso el padre José Antonio de Hogal, después de hacer su trabajo se le ordenó deshacer el cuadro de los tipos y entregar al virrey los impresos originales.82


      A las 4 de la mañana del 25 de junio de 1767, víspera de la fiesta del Sagrado Corazón, un piquete de soldados se apostó frente a la puerta de la Casa Profesa. Al abrirse, unos militares aseguraron al padre portero, en tanto que otros ocuparon el campanario y el resto del edificio. El jefe militar, José Antonio Areche, le ordenó al portero que llamara al padre prepósito, José Utrera. Luego hizo que el resto de la comunidad se presentara en el refectorio del lugar. Una vez reunidos los padres y los jóvenes novicios les fue leída la Pragmática del 2 de abril y se les comunicó que debían abandonar inmediatamente los dominios del monarca español. Por lo que se refiere a los novicios, éstos, de acuerdo con las instrucciones fue a los únicos miembros que se les permitió decidir su suerte: optar por el destierro con el resto de los padres profesos o elegir su desvinculación del cuerpo de la Compañía de Jesús para volver al siglo o incorporarse en otra comunidad religiosa. Se puede afirmar que la mayoría de los novicios optó por el destierro.


      Así pues, los hijos espirituales de san Ignacio de Loyola, entre sorprendidos y estupefactos, estamparon su firma en un documento donde se dieron por enterados de la orden. A partir de ese momento ninguno podía fingir o alegar ignorancia. Todos estaban enterados de la disposición. Por otra parte, y para evitar problemas, a los padres se les impidió cualquier comunicación de palabra o por escrito, además, fueron confinados en piezas que el comisionado dispuso para ello. Del mismo modo, se les prohibió oficiar misa y comulgar. La iglesia quedó ataviada para la fiesta que estaba por celebrarse.


      En tanto don José Antonio Areche se encargaba de poner a buen recaudo a los jesuitas residentes en la Casa Profesa, José de Gálvez se presentó en el Colegio Máximo. El visitador general se encargó personalmente de registrar los bienes e incluso inspeccionar los aposentos de los padres y los novicios. Enseguida, le ordenó al padre Pedro Reales, quien era el rector del Colegio Máximo, que hiciera pasar a la comunidad a una capilla,83 en tanto Martín María Montejano, el hermano procurador, le entregó a Gálvez los libros de contabilidad y todos los caudales que estaban bajo su resguardo.84


      Mientras esto acaecía en la Casa Profesa y el colegio Máximo, en el colegio de San Ildefonso, que estaba a cargo del padre Julián Parreño, fue visitado por el comisario don Jacinto Martínez de la Concha. El comisario le ordenó a la tropa que lo acompañaba que se apostara a poca distancia del edificio y él solo se apersonó frente a la puerta. Acto seguido, ingresó y mandó reunir a los residentes y les leyó la orden del rey Carlos III. El padre Julián Parreño, quizá sin advertir la envergadura de la grave situación en que estaban envueltos, le solicitó a Martínez de la Concha unos días para preparar su salida; sin embargo, como era de suponerse, el comisario no accedió y esa misma madrugada del 25 de junio, tal como sucedió con otros compañeros de religión, todos fueron trasladados al colegio Máximo.85


      Por lo que se refiere a la postura del Santo Oficio, el Tribunal de la Inquisición tuvo conocimiento de la disposición dos horas después de que se habían presentado los militares en la Casa Profesa; es decir, a las 6 de la mañana. Los inquisidores recibieron, por conducto del arzobispo Francisco Antonio Lorenzana, una misiva en la que el virrey les comunicó la decisión que el monarca había tomado y les ordenó mantenerse al margen de los acontecimientos, en la inteligencia de que la disposición real sólo aplicaba con los miembros de la Compañía de Jesús. Las otras comunidades religiosas estaban exentas de esa medida. Poco después, los inquisidores llamaron al personal que estaba a su servicio y le enteraron del mandato, así como la obligación que tenían de respetarlo.86
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      Fachada principal del ex colegio de Francisco Javier.


      En relación con el colegio de San Francisco Javier de Tepotzotlán,87 la disposición del monarca español también fue leída la misma madrugada del 25 de junio de 1767. El real comisionado, don Hipólito Villarroel y su asesor don José de Lodoño y Pezuela se presentaron en el noviciado jesuita y mandaron llamar al rector, José Urbiola, así como al resto de los residentes para comunicarles que por disposición del rey debían abandonar el colegio y trasladarse inmediatamente a la ciudad de México.88 Esa madrugada fueron arrestados José Urbiola; el ministro y prefecto de salud, José Anguas; el prefecto de español y maestro de lengua mexicana, Miguel Baver; el prefecto de iglesia y de la congregación, Manuel Colazo; el rector del seminario de indios, Miguel López; el consultor de casa y confesor, Antonio Villaamil; el maestro de escolares en letras humanas y consultor de casa, Manuel Fabri; así como seis hermanos coadjutores, 27 escolares del juvenado, 25 novicios y once hermanos coadjutores de novicios. En total dejaron la residencia 76 personas. Una vez realizado el listado de los residentes del colegio fueron entregadas las llaves del inmueble, incluyendo las de sus oficinas.


      Los padres y los novicios del noviciado de San Francisco Javier, como los habitantes de otras residencias jesuitas, de acuerdo con las instrucciones reales y por estar aún bajo la protección del monarca español, recibieron, al parecer, un trato decente, atento y humanitario; además, se les permitió llevar algunas pertenencias personales como ropa, cajas de rape, pañuelos, tabaco, chocolate, los breviarios y sus libros de oración. A los padres viejos y enfermos que no podían viajar, se les permitió quedarse para ser trasladados cuando estuvieran en mejores condiciones o cuando su enfermedad se lo permitiera. También para hacer menos pesado su infortunio, a los ignacianos se les autorizó llevar consigo colchones, sábanas y mantas.89


      A tan sólo dos días de haberse conocido el decreto, éste ya se había cumplido en las ciudades de México, Puebla, Veracruz, Guadalajara, Oaxaca, León, Valladolid, Mérida, Querétaro, Zacatecas, Durango, Páztcuaro, Guanajuato y el pueblo de Tepotzotlán. El 28 de junio empezaron a salir los primeros expulsos. Una muchedumbre los acompañó hasta el santuario de Nuestra Señora de Guadalupe donde hicieron un alto. La siguiente parada fue en Puebla. En esa ciudad se les unió un numeroso contingente de carruajes que los acompañó hasta Jalapa. Aquí su intención era descansar y cambiar los caballos y las mulas, no obstante, las cosas se complicaron y tuvieron que proseguir su marcha. Las 25 leguas (140 kilómetros aproximadamente) distantes al puerto de Veracruz fueron muy penosas. Las tuvieron que caminar a pie. Ya en Veracruz los cerca de 400 jesuitas fueron hospedados en un colegio que había pertenecido a la Compañía y en los conventos de San Agustín, San Francisco, La Merced, así como en casas particulares. Debían aguardar para zarpar, pero como era temporada de lluvias y el calor era sofocante, el vómito negro, un mal endémico del lugar, apareció y un convento tuvo que ser adaptado como hospital.90 Durante los meses que permanecieron varados en el puerto fallecieron treinta jesuitas.


      Si bien es cierto que el 26 de julio se hicieron rumbo a La Habana 55 jesuitas en la fragata La Flora, el resto de las naves sólo pudo zarpar hasta tres meses después. En esa ocasión 40 padres se embarcaron en La Flecha; 25 en El Júpiter; 40 en La Dorada; 35 en El Nancey; 30 en el paquebote Nuestra Señora del Rosario; 30 en el bergantín San Francisco Javier y 10 en la goleta Santa Bárbara. En total partieron 210 ignacianos. Quince días más tarde, el 8 de noviembre, se marchó otro grupo. En El Jesús Nazareno iban 30 personas. Once días después, el 19 de noviembre, salió La Juno con 40; Nuestra Señora la Antigua con 15 misioneros que habían llegado de la Tarahumara y El Guadalupe con 20. Finalmente, el 29 del mismo mes, el San Miguel zarpó con 60 ignacianos y el Buen Suceso con 50. En esta última embarcación iban varios procuradores y unos padres que habían logrado recuperarse de los estragos provocados por el vómito negro. A mediados de enero de 1769 se embarcó el último grupo. Eran los antiguos misioneros de Sonora, Sinaloa y Pimería. La provincia jesuita estaba compuesta por 678 padres (464 criollos y 153 peninsulares). Los sacerdotes extranjeros eran 22 alemanes, diez bohemios, seis italianos, seis franceses, un austriaco y un irlandés, en tanto que los hermanos coadjutores eran ocho alemanes, tres franceses, dos italianos, un portugués y un irlandés.91


      Finalmente, a pesar de la corta distancia que distaba del puerto de Veracruz a La Habana, las embarcaciones sufrieron varias averías, lo que provocó que la salida del primer contingente de Cuba a España se retrasara unas semanas.92 El 8 de diciembre de 1767, los jesuitas que llegaron de Veracruz y los que residían en Cuba, abandonaron la isla. La travesía duró tres meses. A principios de marzo de 1768 arribaron al puerto de Cádiz y en cuanto pisaron tierras gaditanas, se les apiñó con otros casi mil jesuitas en el hospicio de Santa María.93 Su peregrinar apenas había comenzado. El 15 de junio de 1768 se les comunicó que por orden del monarca Carlos III debían trasladarse a Córcega, pero por la compleja situación política que privaba en la isla, en cuanto llegaron a ésta, se les conminó a dejarla.94 Hacinados en barcos y casi sin comida, los ignacianos llegaron a Portofino el 2 de septiembre, aunque, para su desgracia, tampoco se les permitió desembarcar. Diez días después, tras viajar en unas embarcaciones españolas, arribaron a Bolonia y Ferrara. Los jesuitas novohispanos se establecieron en Bolonia, donde fundaron la Provincia Mexicana y con la advocación de Santísima Trinidad, hasta que en 1773 se decretó la supresión de la Compañía.95


      SUPRESIÓN DE LA COMPAÑÍA DE JESÚS


      Uno de los capítulos más controvertidos de la Iglesia católica y que hasta la fecha todavía causa polémica, probablemente fue la extinción de la Compañía de Jesús. En efecto, entre la expulsión de España y la extinción de la Compañía sucedieron varios acontecimientos que incidieron en el proceso. Quizás el más importante de ellos fue la reunión secreta que convocó el Consejo Extraordinario de Castilla. En éste se aprobó el plan por medio del cual el papa Clemente XIII fue presionado para expresar su consentimiento para extinguir a la comunidad ignaciana. Veamos, a grandes rasgos, qué sucedió durante esos años.


      Aunque Fernando Borbón, nieto de Luis XV y sobrino de Carlos III, ostentaba el título de infante de España y duque de Parma, en realidad este último título no lo reconoció ni Clemente XIII ni su secretario de Estado, Luigi Torregiani, el cual esgrimió derechos a favor del pontífice sobre el dicho ducado de Parma. Entre 1760 y 1764, el primer ministro parmesano, Guillaume Du Tillot, con la ayuda de Manuel Rodas y Arrieta, por entonces embajador en Roma, intentó limitar los privilegios que la Iglesia gozaba, pero Torregiani se mostró indiferente a la exigencia del ministro parmesano. En vista de lo anterior, Fernando Borbón, duque de Parma, decidió hacerse justicia por propia mano y mediante varios decretos, inició una feroz política desamortizadora y regalista.


      Un incidente fue el detonante. El 30 de enero de 1768, Clemente XIII mandó promulgar el breve Alias ad apostolatus, mejor conocido como Monitorio de Parma. A través de este documento sostuvo aún que el ducado de Parma era propiedad de la Iglesia romana; además, anuló los edictos que había promulgado el gobierno parmesano y declaró que los autores, consejos y ejecutores, de tales documentos habían contravenido las censuras eclesiásticas expuestas en la bula In Coena Domini. A mediados de 1768, en virtud del Pacto Familiar firmado el 15 de agosto de 1761 por los Estados borbónicos, todas las casas de los Borbones se unieron para apoyar al duque de Parma. Étienne François, duque de Choiseul, llamó a las armas: los miembros del Pacto de Familia no estaban dispuestos a tolerar que un príncipe Borbón fuera vilipendiado.96 Francia ocupó Avignon y Venaissin; el reino de las Dos Sicilias hizo lo propio en Benevento y Pontecorvo; España, por su parte, resucitó la pragmática del pase regio y presionó a Roma para que sustituyeran al secretario de Estado Luigi Torrigiani.


      Ante la grave situación, Roma reaccionó y buscó llegar a un acuerdo con las casas reinantes, pero desde Madrid se le respondió que no podía negociarse sin que antes Clemente XIII se comprometiera a apoyar la extinción de la Compañía de Jesús; incluso el pretexto que originalmente dio lugar a los reclamos de las casas borbónicas y que permitió la alianza, o sea, reparar la ofensa a Fernando de Borbón, duque de Parma, pasó a segundo término. A principios de 1769, el 16 de enero, el embajador español Tomás Azpuru comenzó a asediar al papa para iniciar el proceso de extinción de la Compañía. Poco después los representantes de Francia y Nápoles, cada uno por su lado, hicieron lo propio. Paulatinamente la pinza empezó a cerrarse. Es factible suponer que los ignacianos comenzaron a ser conscientes del peligro que se cernía sobre ellos y empezaron a vislumbrar la suerte que les deparaba el destino. Para complicar más su situación, Clemente XIII se vio cada vez más enfermo. La aristocracia europea percibía que el deceso del sucesor de san Pedro estaba próximo, por lo que aceleraron su labor de zapa y cabildearon para imponer al futuro papa que, como es de suponerse, debía estar comprometido con su causa; es decir, disolver la orden ignaciana.


      En audiencias separadas los ministros de las Dos Sicilias, España y Francia, le pidieron a Clemente XIII la extinción de la Compañía y aunque sus presiones no lograron su cometido, sí obtuvieron que el pontífice convocara para el 3 de febrero de 1769 un consistorio en que atendería la grave situación. Empero, el destino le deparó una mala pasada al sucesor de san Pedro. La noche previa al inicio del consistorio, sufrió unos ataques convulsivos que pusieron fin a su débil salud.97


      Luego del deceso del papa la postura de las cortes borbónicas se tornó más beligerante y convinieron en que el sucesor del pontífice recién fallecido tendría que responder a sus intereses. Condición sine qua non fue que el siguiente vicario de Cristo atendería plenamente los intereses de los Borbones y, por ende, garantizaría la supresión de la Compañía de Jesús;98 sin embargo, el clima estaba muy revuelto. La curia romana también se encontraba dividida. Básicamente había dos bandos. Uno pretendía mantener los viejos privilegios y el otro veía con cierto beneplácito que la Iglesia condescendiera a ciertas cuestiones temporales frente al poder laico. Como era de esperarse, cada facción pretendió realizar su proyecto, pero pronto los primeros percibieron que estaban en desventaja y trataron de negociar.


      Los representantes de Francia, España y Nápoles, hicieron causa común hasta que los cardenales de sus cortes se presentaran en el cónclave. Los purpurados franceses comenzaron a participar a fines de marzo y los españoles en los últimos días de abril. Tenían la consigna de sus respectivos gobiernos de elegir un papa que simpatizara con su causa y aunque otros purpurados levantaron la voz, pues consideraron ese acuerdo como pecado de simonía, terminaron por someterse. Así, luego de tres largos meses, el 19 de mayo de 1769, los príncipes de la Iglesia eligieron a Lorenzo Ganganelli como sucesor de Clemente XIII. Las cortes ilustradas podían estar tranquilas. La extinción de la Compañía de Jesús era un hecho.


      Lorenzo Ganganelli, adoptó el nombre de Clemente XIV en honor de su predecesor. Nació en Santarcangelo di Romagna y murió en 1774, es decir, que su pontificado duró cinco años. Dentro del colegio cardenalicio, Ganganelli gozó de la fama de ser uno de los purpurados más moderados. Un maestro de su juventud lo definió como una persona enamorada de la música. Otra prenda que distinguió al cardenal fue que desde joven destacó por ser un estudioso de la teología y conocedor de la obra de Aristóteles, Platón, los escolásticos, los padres de la Iglesia, así como de las Sagradas Escrituras.99
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      Papa Clemente XIV.


      En cuanto Clemente XIV asumió el gobierno de la Iglesia trató de entenderse con las cortes opuestas a Roma y apaciguar la animadversión que existía contra los jesuitas. El pontífice romano intentó pactar con Portugal. Francisco de Almada, pariente del marqués de Pombal, en la audiencia en la que le presentó sus cartas credenciales como embajador le comunicó al papa que era urgente cubrir las sedes episcopales vacantes, pero, al parecer, Almada sugirió los nombres de los eclesiásticos que podían ocuparlas. Pasadas unas semanas, el vicario de Cristo designó a Pablo Carvalho, hermano de Sebastián José de Carvalho, obispo;100 pero ese nombramiento no satisfizo totalmente a las autoridades portuguesas. Aún estaba pendiente la extinción de la Compañía.
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      José Moñino y Redondo.


      En una misiva dirigida a Carlos III, fechada en noviembre de 1769, Clemente XIV consideró por primera ocasión la posibilidad de disolver la Compañía, pero para ello necesitaba más elementos. Como respuesta, el gobierno español le hizo llegar copiosa información que, según él, avalaba la desaparición de los ignacianos. También le envió documentos signados por obispos a favor de la extinción. El sumo pontífice se comenzó a ver cada más presionado y lo único que hizo fue dilatar su decisión. Es posible que el papa haya supuesto que con el transcurrir de los meses el conflicto podría zanjarse e incluso, como señal de buena voluntad, inició la causa para beatificar al venerable Juan de Palafox y Mendoza,101 el admirado prelado del monarca español.102 Todo fue inútil. Los intereses de las casas borbónicas se confabularon y al unísono emprendieron la cruzada final contra los jesuitas.


      En 1772 el encono contra los ignacianos se había acendrado exponencialmente. A raíz de la dimisión de Tomás Azpuru como embajador de España en Roma por no haber obtenido el capelo cardenalicio, Carlos III nombró a José Moñino y Redondo, futuro conde de Floridablanca,103 en sustitución de Azpuru. El afamado jurisconsulto era un convencido regalista. Así, cuando Clemente XIV supo del nombramiento de Moñino y Redondo temió lo peor. No sólo sabía del resentimiento del ministro hacía los ignacianos, sino que era conocedor de las habilidades y energía del nuevo embajador.


      En cuanto el conde de Floridablanca se estableció en Roma se entrevistó con el padre general de los agustinos;104 luego, se reunió con el franciscano Inocencio Buontempi, confesor y secretario del papa, y con monseñor Francisco Javier Zelada, quien con el paso del tiempo sería promovido al cardenalato. Estos personajes, junto con Moñino y Redondo, redactaron la minuta del breve de extinción; además, Floridablanca, de acuerdo con los franceses, prometió a Clemente XIV que si respaldaba sus planes podría recuperar Avignon, Benevento y Pontecorvo pero, como el santo padre reaccionó de manera poco convincente, el conde decidió jugar otra carta: le envió una misiva poco diplomática al pontífice. Para mostrar el poderío Borbón y la debilidad papal, en noviembre de 1772, el diplomático español ordenó ocupar las ciudades pontificias de Nonciglione y Castro y siete días más tarde amenazó con romper relaciones y suprimir todas las comunidades religiosas que residían en España.105 Clemente XIV terminó por sucumbir. A mediados de 1773, monseñor Zelada, secretario de varias congregaciones e incondicional de Floridablanca, conoció la decisión papal. Los Borbones habían logrado su cometido. Francisco Javier Zelada fue el encargado de dar a conocer el breve pontificio.


      
        Entre abril y julio, las autoridades eclesiásticas de Roma actuaron sobre casas y bienes de la Compañía de Jesús como sí ésta ya no existiese legítimamente. Moñino escribe a Madrid el 17 de junio que el papa le había entregado a él, ya firmado, el breve de suspensión a fin de que lo mandase a la imprenta con todo secreto. Y el embajador francés había escrito al ministro Aiguillon el día anterior: “El papa ha firmado el breve de extinción de los jesuitas”, lo cual hace pensar que el día de la firma fue precisamente el 15 de junio (o muy poco antes); el documento llevará fecha del 21 de julio de 1773.106

      


      Por lo que se refiere al documento por el cual se decidió la suerte de la Compañía de Jesús, Dominus ac Redemptor, compuesto por 45 secciones, se puede decir que éste estuvo dividido en dos partes. La primera fue una narrativa o de los “considerandos” y la otra una dispositiva. En la narrativa, Clemente XIV, para justificar su proceder, se remontó hasta el IV Concilio Lateranense. Según el texto pontificio desde el siglo XIII, en que había tenido lugar el IV Concilio de Letrán, se prohibió fundar nuevas órdenes y para sostener esos argumentos enumeró las múltiples comunidades que habían sido suprimidas desde la época de los templarios. Así, en la parte dispositiva del breve fue donde el pontífice de manera formal decretó la supresión de la Compañía de Jesús y les prohibió a todos los clérigos, tanto seculares como regulares e incluso a los propios jesuitas, expresar cualquier juicio relacionado con la decisión que se había tomado.107


      Se podría suponer que la decisión papal estuvo alentada por motivos religiosos, no obstante, es interesante resaltar que Clemente XIV evitó promulgar el breve Urbi et Orbi y confió en los obispos locales. Tal procedimiento generó ciertos malestares, pues el breve no fue recibido al mismo tiempo en todas las provincias jesuitas. Si en Roma, con el apoyo de los embajadores borbónicos, su aplicación fue rápida y condujo a la detención del padre general Lorenzo Ricci, en lugares como Prusia y Rusia las cosas se presentaron muy diferentes.108


      Por otra parte, en el documento pontificio se asentaron otros aspectos relacionados con la suerte que les deparó el futuro a los ex jesuitas, ya fuera como clérigos seculares o como regulares. De igual modo, en ese texto el santo padre atendió la cuestión vinculada con el devenir de los estudiantes y los novicios, las licencias para confesar y la predicación, así como la actividad misional que hasta entonces habían desempeñado los miembros de la Compañía de Jesús. En realidad, el santo padre atendió desde los aspectos más relevantes hasta los que consideró de menor monta. En ese sentido, Leopold von Ranke, en su obra clásica, Historia de los papas en la época moderna, refiere lo siguiente:


      
        Inspirados por el Espíritu Santo, según confiamos, movidos por el deber de restablecer la concordia de la Iglesia, convencidos de que la Compañía de Jesús no puede ya prestar los servicios para los que fue fundada, y movidos también por otras razones de prudencia y de gobierno que guardamos en el interior de nuestro ánimo, suprimimos y extirpamos la Compañía de Jesús, sus cargos, casas e institutos.109

      


      Finalmente, el breve se ejecutó el 16 de agosto de 1773. En esa ocasión los prelados encargados de llevar a cabo tan delicada acción, se tuvieron que hacer acompañar por soldados y alguaciles para proteger su integridad física. Se presentaron en las residencias jesuitas e informaron la decisión del vicario de Cristo. El padre general, Lorenzo Ricci,110 junto con otros compañeros de su religión, fue hecho prisionero el 23 de septiembre y falleció tras permanecer encerrado dos años en el Castillo de Sant’Angelo. Durante todo ese tiempo sus captores además de negarle la posibilidad de escribir, tapiaron las ventanas con tablas y apostaron una guardia fuertemente armada; del mismo modo, le prohibieron prender fuego en el invierno para calentarse e incluso le racionaron los alimentos.111


      En suma, la expulsión de los jesuitas constituyó un triunfo para los promotores y los seguidores del regalismo ilustrado. Junto a los elementos de carácter ideológico, coincidieron los intereses económicos, sociales y políticos. Personajes de la talla de Roda, Campomanes, Aranda y el propio Carlos III, fueron fundamentales para la expulsión y extinción de la Compañía de Jesús. De la misma forma, no se puede cerrar los ojos ante la actitud tan sumisa e incondicional de los pontífices Clemente XIII y Clemente XIV a favor de las casas borbónicas, aunque con esa postura, según ellos y sus argumentos, intentaron proteger los intereses de la Iglesia. Lo real es que tanto a los ilustrados como a los regalistas, y a muchos otros clérigos, el único principio que los alentó fue un acendrado resentimiento contra los miembros de la Compañía de Jesús. Tampoco se puede dudar que los enemigos de los ignacianos tuvieron la enorme virtud de esperar pacientemente el momento y las condiciones más propicias para cobrarles todos los agravios que los padres jesuitas les habían propinado a lo largo de los siglos. Cuando se les presentó la oportunidad no tuvieron el menor prurito y fueron implacables en su sed de venganza.
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